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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por el señor Luis Fernando Cardona Betancur contra de la Corporación Autónoma Regional de Regional de Risaralda, de ahora en adelante CARDER y el Municipio de Pereira. 
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. Informó el señor Luis Fernando Cardona Betancur que el 28 de marzo de 2016 dirigió un derecho de petición al doctor Juan Pablo Gallo Mayo, Alcalde de Pereira para que por su intermedio se proteja el espacio público invadido por algunos ciudadanos, plenamente identificados, en las vías vehiculares y peatonales de la urbanización Prado Sur, que identificada con la matrícula inmobiliaria No.290-115975.  En igual sentido, envió otra solicitud al Director de la CARDER, doctor Julio César Gómez Salazar teniendo en cuenta que la zona forestal protectora de la urbanización ha sido ocupada con construcciones ilegales, al igual que se construyeron unos lagos sin los correspondientes permisos de la autoridad ambiental e invadiendo vías peatonales.  Además, el señor Héctor Muñoz ha invadido estas zonas que pertenecen a la sociedad.
Teniendo en cuenta que a la fecha de presentación de la acción de tutela no había recibido respuesta alguna, el actor consideró vulnerado su derecho fundamental de petición.

2.2.  En el acápite de pretensiones, solicitó: ordenar al Alcalde de Pereira y al Director de la CARDER que protejan el derecho al espacio público y ordenen el desalojo de las zonas ocupadas tal como lo prescribe la Constitución Nacional, leyes y decretos vigentes, toda vez que con la invasión del espacio público descrito en los derechos de petición, le han afectado notablemente y con consecuencias ruinosas, ya que no ha podido realizar ninguna acción a la explotación económica de sus inmuebles localizados en la urbanización antes referida, además de estar afectando seriamente su salud física y mental, pues la intranquilidad y la impotencia que le produce la negligencia y omisión de las autoridades municipales, atenta contra su paz y tranquilidad.

2.3.  El actor anexó copia de los derechos de petición enviados al Alcalde de Pereira y a la CARDER, certificado de tradición de la matrícula inmobiliaria No.290-115975, página del periódico la tarde del 29 de mayo de 2016.  (Fls. 3-11)

2.4. Mediante auto del 3 de junio de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se ordenó correr traslado de la misma a las demandadas (folio 18).
3. EXTRACTO DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA

3.1. MUNICIPIO DE PEREIRA

El apoderado del Municipio de Pereira contestó que es cierto que la petición del actor se circunscribe a la supuesta invasión del “espacio público” dentro de una urbanización particular de la cual el Municipio de Pereira no tiene injerencia.   Por lo tanto, se opone a la petición de protección constitucional invocada por el actor y a las pretensiones expuestas por el mismo.

Informó que al accionante se le contestó su solicitud mediante el oficio No.12294 del 11 de abril de 2016 en el sentido de que la Dirección Operativa de Control Físico no tiene competencia en el apoyo a la gestión solicitada, habida cuenta que el predio objeto de controversia es un predio particular, por lo que el régimen aplicable es de un área común al interior de la urbanización y no de espacio público.   Por lo tanto, como lo que busca el accionante es la defensa del espacio público y que se ordene el desalojo de las zonas ocupadas, deberá tramitar lo respectivo a través de una acción popular, según lo dispuesto en la Ley 472 de 1998.

Presentó como excepciones la indebida escogencia de la acción y la carencia de objeto sujeto de protección.  En tal virtud, solicitó que no se tutelen los derechos fundamentales invocados por el actor y desvincular al Municipio de Pereira de la presente acción.  
Adjuntó copias de las comunicaciones expedidas por la Dirección Operativa de Control Físico con fecha del 11 de abril de 2016 dirigidas al señor Luis Fernando Cardona Betancur, al Defensor del Pueblo, al Subcomandante de la Policía Metropolitana de Pereira y al Procurador 149 Judicial II Penal de Pereira.  (Fls. 37-40)

3.2. CARDER

La apoderada de la CARDER informó que de acuerdo a la solicitud del actor, el 7 de abril de 2016 profesionales adscritos a la Subdirección de Gestión Ambiental Sectorial de esa entidad realizaron una visita al predio referido y se tomó como medida preventiva  la suspensión inmediata del uso del agua de la actividad pecuaria (pesca) y en tal sentido, se le contestó al accionante su petición mediante el oficio No.3967 del 11 de abril de 2016 donde se le  informó que esta situación es de conocimiento de la Curaduría Urbana No.1 municipio de Pereira, Control Físico y Medio Ambiente, los cuales indican al usuario “que dicha actividad es viable en esta zona siempre y cuando los vertimientos generados lleguen al sistema de alcantarillado municipal y no directamente  al Río Consota.  En el momento de la visita se suspende de manera inmediata el uso del recurso hídrico para el desarrollo de dicha actividad” 
Refirió que las autoridades competentes frente al uso de la ocupación del espacio público ya tienen conocimiento de la situación descrita por el señor Cardona Betancur. Además, consideró que la CARDER en su actuar diligente suspendió de manera inmediata el uso del recurso hídrico y contestó el derecho de petición al accionante, escrito que fue nuevamente enviado el 8 de junio de 2016.

En relación a la zona forestal protectora que manifiesta el accionante tanto en su derecho de petición como en la tutela, aclara que por tratarse de zona urbana se habla de margen de retiro, no de zona forestal protectora, la cual se encuentra a varios metros de distancia de la construcción de los lagos del señor Héctor Muñoz. 
Manifestó que la Ley 99 de 1993 no le otorga a la CARDER la facultad de realizar u ordenar desalojos frente a la invasión de espacio público, toda vez que tal facultad radica en cabeza del ente territorial, según el artículo 7º de la Ley 9 de 1989.

Por lo tanto, el accionante cuenta con otro mecanismo judicial para la protección del derecho colectivo del espacio público invocado por el mismo, lo que hace improcedente la acción de tutela si se tiene en cuenta que el actor no probó afectación de su integridad física con ocasión a las supuestas negligencias que le atribuye a los entes demandados.  Por tal razón, solicitó que se niegue la presente acción.  (Fls. 41 y 42)

Adjuntó copia de la respuesta dirigida al señor Cardona Betancur (Fls. 51 y 52)

4.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

4.2. Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas vulneraron el derecho fundamental de petición invocado por accionante, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

4.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

4.6. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.7. En la Sentencia T-146 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

4.7.1. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 consagra que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. (…)”

”

4.8.  DEL CASO EN CONCRETO:

4.8.1.  De conformidad con las pruebas arrimadas al presente trámite, se observa que el señor Luis Fernando Cardona Betancur radicó dos derechos de petición el 28 de marzo de 2016 uno dirigido al Alcalde de Pereira (Fls. 3 y 4)  y el otro al Director de la CARDER (Fls. 5 y 6), dentro de los cuales fue conteste en solicitar lo siguiente:  “su valiosa intervención y por su digno conducto, ordene a la autoridad competente, se proteja mis derechos a la propiedad, al libre tránsito y movilidad y se rescate el espacio (retiro de las edificaciones, andenes, antejardines, vías públicas vehiculares y peatonales, zonas verdes, zona forestal protectora del río, zona de retiro de la ribera del río Consota, parqueaderos); proceda lo más rápido como se lo permita la ley, al desalojo de todas las construcciones que ocupan el espacio público ocupado, aquí denunciado)”  

4.8.2.  Significa lo anterior, que el accionante verificó el presupuesto señalado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional desde la Sentencia T-010 de 1998 y que se refiere a la carga de la prueba que le asiste al solicitante de haber elevado un derecho de petición con el fin de inferir  la autoridad competente de responder el mismo.  Al respecto, dicho Tribunal dijo lo siguiente:

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.”  (Subrayas nuestras)
4.8.3. Dentro de la foliatura obra un oficio del 11 de abril de 2016 expedido por el Director Operativo de Control Físico de la Alcaldía de Pereira dirigido al accionante, mediante el cual le explica que el predio objeto de controversia es particular; por lo tanto, esa entidad no puede atender la gestión solicitada y le informó que como le había precluido la oportunidad para presentar por vía de querella policiva “la restitución por perturbación a la propiedad”, debía hacer uso de un proceso ordinario  con el fin de solicitar la restitución de sus derechos  (Fls. 38 y 39).   Por su parte, el Subdirector de Gestión Ambiental Sectorial de la CARDER le respondió al actor que el 7 de abril de 2016 se realizó una visita a las viviendas ubicadas en las direcciones “Mz A, Cs 7” y “Mz C, Cs 5” y sobre el resultado de la misma (Fls. 51 y 52)

4.8.4. Esta Sala reitera que el derecho de petición debe hacerse efectivo con una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario; que debe ser escrita y en todo caso cumplirá con estos requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”.  Así mismo, la jurisprudencia constitucional ha sido clara en señalar que: “El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”
. 

De acuerdo con lo acabado de subrayar, este Tribunal concluye que el derecho fundamental de petición invocado por el actor no ha sido vulnerado, toda vez que la Alcaldía de Pereira a través de la Dirección Operativa de Control Físico y la CARDER cumplieron con su obligación constitucional de contestarle sus peticiones del 28 de marzo de 2016, mediante respuestas emitidas el 11 de abril de 2016 las que fueron comunicadas al mismo.
4.8.5. Ahora bien, pese a que el actor invocó como vulnerado su derecho de petición, como la pretensión indicada en la demanda de tutela por el señor Cardona Betancur está encaminada a que se ordene al Alcalde de Pereira y al Director de la CARDER que proteja “el derecho al espacio público” y como consecuencia de ello, se ordene el desalojo de las zonas ocupadas, por cuanto consideró que con “la invasión del espacio público” descrito en los derechos de petición, se ha visto afectado notablemente “y con consecuencias ruinosas, ya que no ha podido realizar ninguna acción a la explotación económica de sus inmuebles localizados en la urbanización antes referida”, además de estar afectando seriamente su salud física y mental por la  negligencia y omisión de las autoridades municipales, este Tribunal considera que el actor cuenta con otros mecanismos judiciales para hacer valer tal prerrogativa, lo que se desprende de la visita que realizó la CARDER a unos predios del barrio Prado Sur de Pereira dentro del proceso de gestión ambiental sectorial “regulación y control a la demanda ambiental”, en el cual se tomó como medida preventiva la suspensión del uso del recurso hídrico (folio 48), según competencia que le otorga la Ley 99 de 1993 a la mencionada Corporación y en tal sentido; será dentro de dicho trámite donde el señor Cardona Betancur podrá aportar las pruebas pertinentes con el fin de demostrar el menoscabo a sus derechos fundamentales por la construcción de unos lagos de pesca en zonas presuntamente prohibidas y los otros actos que mencionó en la demanda de tutela.
4.8.6.  El artículo 82 de la Constitución Nacional consagra que es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular.   Así mismo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha indicado que bajo criterios que deben ser interpretados conforme a los principios, derechos y obligaciones del Estado y de los asociados, refulge la incuestionable grandeza ecológica de nuestra norma de normas
, con reafirmada vocación hacia la protección de la naturaleza, ampliamente estatuida a todo lo largo de la preceptiva superior, como en los siguientes textos constitucionales:

“(1) la obligación del Estado y de todas las personas de proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación (art. 8°); (2) la naturaleza de servicios públicos a cargo del Estado que se asigna a la salud y el saneamiento ambiental (art. 49); (3) la función ecológica, como un elemento inherente al concepto de función social de la propiedad privada (art. 58); (4) la necesidad de considerar la eventualidad de las calamidades ambientales dentro de las variables que las normas sobre crédito agropecuario deben tener en cuenta (art. 66); (5) inclusión de la protección al medio ambiente como uno de los objetivos de la educación (art. 67); (6) el derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano, la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo, y el deber del Estado de proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro efectivo de estos fines (art. 79); (7) la obligación del Estado de planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución, prevenir los factores de deterioro ambiental y cooperar con las naciones vecinas en la protección de los ecosistemas situados en zonas fronterizas (art. 80); (8) la prohibición existente en relación con el ingreso al país de residuos nucleares y desechos tóxicos (art. 81); (9) el deber que el Estado tiene en relación con la defensa del espacio público y su destinación al uso común (art. 82). (…)

En el presente caso, atendiendo el precedente jurisprudencial y conforme a  los hechos expuestos por el actor y de los elementos materiales probatorios allegados con la demanda, es necesario tener en cuenta que como el accionante mencionó que hay unas personas que están invadiendo el espacio público, más exactamente los antejardines, andenes, vías vehiculares, parqueaderos y zonas verdes de la urbanización Prado Sur de Pereira, la Sala concluye que se trata de la  protección de los derechos de un colectivo de personas que habitan en la urbanización mencionada, lo que significa que para salvaguardar el “espacio público” existe otra vía constitucional denominada acción popular, dispuesta en la Carta Política en el artículo 88 y desarrollado por la Ley 472 de 1998, la que según la Corte Constitucional “es un mecanismo judicial especializado diseñado por el constituyente para la protección de los intereses colectivos, el cual permite la solicitud de medidas cautelares para prevenir un daño inminente, ofrece la posibilidad de establecer un pacto de cumplimiento con el fin de conciliar la posición del demandado y la protección de las garantías generales afectadas. Igualmente, cuenta con un periodo probatorio y de alegatos de conclusión antes de proferirse la sentencia, la cual es apelable ante el superior funcional, contando con la posibilidad de ser revisada eventualmente por el Consejo de Estado. Así mismo, la Sala reitera que esta vía procesal fue desarrollada de manera integral por el legislador mediante la Ley 472 de 1998
 (Sentencia T-724 de 2011)
Por lo tanto, la acción de tutela no  puede desplazar otros mecanismos jurídicos de protección o para usurpar competencias ordinarias, sino que resulta ser una acción que puede  “fungir como recurso orientado a suplir los vacíos de defensa que en determinadas circunstancias presenta el orden jurídico en materia de protección de derechos fundamentales”. El juez de tutela, en consecuencia, no entra a reemplazar a la autoridad competente para resolver aquello que le autoriza la ley, especialmente si los mecanismos no han sido utilizados ni ejercidos por las partes, conforme a las atribuciones y competencias legales, lo que lleva a concluir que ante la existencia de otro medio de defensa idóneo y efectivo, la acción de tutela resulta improcedente, de acuerdo al numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991. 

4.8.7. Aunado a lo anterior, el señor Cardona Betancur no demostró afectación a sus derechos fundamentales por causa de las condiciones en que supuestamente se ha invadido el espacio público de la urbanización Prado Sur de esta ciudad, habida cuenta que no acreditó a través de algún medio probatorio el menoscabo en su salud física o mental por la omisión de las autoridades públicas demandadas, las que como quedó establecido anteriormente, contestaron sus derechos de petición.  Es decir, que  el accionante no llevó al convencimiento del juez de tutela alguna lesión o puesta en peligro inminente de sus prerrogativas constitucionales para obtener la protección de los mismos.  Frente a la procedencia excepcional de la acción de tutela cuando se esté frente a un perjuicio irremediable, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha precisado que únicamente se considerará que tal es la magnitud cuando, “dadas las circunstancias del caso particular, se constate que (iii) el daño es cierto e inminente, esto es, que no se debe a conjeturas o especulaciones, sino que se halla sustentado en la apreciación razonable de hechos reales y apremiantes; (iv) que involucra gravedad, desde el punto de vista de su incontrastable trascendencia y de la naturaleza del derecho fundamental que lesionaría; y (v) de urgente atención, en el sentido de que sea necesario e inaplazable precaverlo o mitigarlo, evitando que se consume una lesión antijurídica de connotación irreparable”.
Por las razones anteriores no se accederá al amparo invocado; por lo tanto, se negará la protección de los derechos invocados.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados por el señor Luis Fernando Cardona Betancur, de conformidad con las argumentos considerados.

SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub


� Sentencia T-146 de 2012


� Art. 4° Const.





�“Por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones.”
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